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Resumen: Se denuncia un problema en la propuesta de los libros El Otro Modelo 
y La Constitución Tramposa, en orden a eliminar las leyes orgánicas constitucio-
nales, ya que los mismos no consideran los efectos que tendría dicha reforma en 
nuestro régimen de gobierno. Atendido el fuerte presidencialismo que nuestra 
Constitución actual establece, este ensayo sugiere que una eventual reforma al 
sistema de quórums legislativos debería hacerse cargo del desproporcionado 
incremento de los poderes legislativos del Presidente de la República.

Introducción

En este ensayo formularé una crítica a la manera en que el debate constituyente 
actual está enfrentando el problema de las leyes orgánicas constitucionales 
(“loc” o “locs”), especialmente en el libro La Constitución Tramposa, de Fernando 
Atria2, y en El Otro Modelo, de varios autores3. Argumentaré que la propuesta 
relativa a la eliminación de las locs no considera los efectos que dicha reforma 
traería en nuestro régimen presidencial. Si se quiere avanzar en una modificación 
que altere los quórums legislativos que nuestro constituyente actual dispone, 
deberían revisarse también las facultades legislativas del Presidente de la Repú-
blica, ya que de lo contrario se exacerbaría aun más un presidencialismo que 
ha sido criticado por los fuertes poderes que le entrega al Jefe de Estado. En 

1 Agradezco la colaboración de Jennifer Quintana, ayudante de investigación de la Facultad de Derecho 
de la Universidad del Desarrollo.
2 AtriA (2013). También, ver AtriA (2014).
3 AtriA et al. (2013).

Actualidad Juridica 30.indd   273 11-07-14   19:26



Revista ACTUALIDAD JURÍDICA N° 30 - Julio 2014  Universidad del Desarrollo

274

consecuencia, si se decide eliminar las locs sin revisar otras reglas institucionales 
relacionadas, se iría en la dirección contraria a lo que una parte importante de 
la literatura recomienda: atenuar nuestro cesarismo presidencial4.

Es necesario señalar que los argumentos que presentaré en este ensayo no 
obstan a las razones que he invocado en otros trabajos para defender la regla 
de supermayoría en ciertos contextos5. La posición que esgrimiré en este tra-
bajo es independiente de dichas razones, aunque podría adicionarse a ellas si 
se consideran sus alcances. Como el problema del régimen político podría ser 
superado si los críticos de las locs sofisticaran sus argumentos (cuestión que 
no han hecho, al menos en La Constitución Tramposa y en El Otro Modelo), las 
razones que entregaré aquí no permiten descartar completamente las críticas a 
la regla supermayoritaria. No obstante, la importancia de este problema debería 
llamar la atención de quienes intervienen en este debate. En consecuencia, el 
objetivo de este ensayo no es defender la regla de supermayoría ni contestar 
sus críticas (cuestión que he hecho en otro lado6), sino promover la idea de 
que, cualquiera sea la posición que se tenga en esta discusión, ella debe (al 
menos) hacerse cargo del problema del cesarismo presidencial e incorporarla en 
la propuesta institucional que se formule. Si no se acepta esta idea, propuestas 
como las de La Constitución Tramposa y de El Otro Modelo debilitarían nuestra 
democracia al desequilibrar la manera en que nuestra Carta Fundamental arti-
cula los poderes legislativos, produciendo un resultado que, como mostraré más 
adelante, es contrario incluso a lo que los propios autores de dicha propuesta 
quieren para nuestro sistema político.

Este ensayo se organiza de la siguiente manera: en primer lugar (I), resumiré 
brevemente el debate sobre las locs. En seguida (II), daré a conocer la pro-
puesta de La Constitución Tramposa y de El Otro Modelo en relación a las locs, 
explicando la manera en que dicha idea de reforma (no) considera cuestiones 
institucionales importantes que se relacionan. Luego (III), describiré algunos 
aspectos relevantes de nuestro sistema presidencial, identificando el espacio y 
la función que las locs tienen dentro de dicho sistema. Finalmente (IV) concluiré 
llamando la atención respecto del problema inadvertido que trae la propuesta 
institucional de dichos autores.

4 La expresión cesarismo presidencial la tomé de una de las primeras (y tal vez más importante) críti-
cas a la Constitución de 1980: la del denominado Grupo de los 24, quienes bautizaron así el régimen 
presidencialista original de 1980. grUpo de Los 24 (1981) pp. 3-4. Esta expresión ha sido utilizada por 
varios autores, como ocurre con las críticas tempranas a la Constitución de 1980. Ver, por ejemplo, 
cUMpLido (1984) p. 59. Este autor utiliza la expresión cesarismo legal, que atribuye a G. Burdeau. 
5 Ver una defensa general en verdUgo (2009) y una explicación de las justificaciones especiales en 
verdUgo (2012). Ver una respuesta a estas ideas en bUscH y qUezAdA (2013) y en  JiMénez et al. (2013).
6 Además de los textos citados en la nota anterior, también he escrito contestando algunas de las 
críticas que se han formulado. Ver verdUgo (2014), contestando a JiMénez et al. (2013).
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I. El debate sobre las leyes orgánicas constitucionales

Como ya advertí en la introducción, en el contexto del debate constituyente 
que actualmente se observa en nuestro país se ha planteado la idea de eliminar 
las locs por parte de dirigentes políticos7 y, también, de algunos académicos8. 
En general, los partidarios de esta idea sostienen que ellas le entregan un de-
recho a veto a la minoría parlamentaria para bloquear reformas institucionales 
de importancia, favoreciendo el statu quo diseñado bajo el régimen original de 
la Constitución de 1980 y vulnerando la igualdad política entre sus defensores 
y quienes promueven cambios políticos de importancia9. Por el otro lado, se 
argumenta (entre otras razones) que las locs sirven propósitos legítimos para 
darle estabilidad al sistema político, limitando el poder de las mayorías y evi-
tando que las mismas puedan condicionar las reglas de la política en desmedro 
de los derechos de las minorías10. 

Yo mismo he participado de esta discusión, argumentando que existen fines 
especiales que justifican la defensa de la regla de quórum supermayoritario que 
favorecen un debate de naturaleza casuística11. Así, por ejemplo, he sostenido 
que la regla de supermayoría es útil para fortalecer la imparcialidad del sistema 
electoral y la autonomía de los órganos de control del poder, entre otros. En 
mi argumento sostengo además que el debate sobre las locs es esencialmente 
instrumental, ya que las justificaciones de las mismas responden a valores que, 
eventualmente, podrían ser satisfechos por otros arreglos institucionales con 
relativa eficacia12. Las locs, entonces, no son un fin en sí mismo, sino un instru-
mento para satisfacer determinados fines que se ha estimado valioso proteger, 
como ocurre con la autonomía del Banco Central y la neutralidad de las reglas 

7 Representativo de un sector importante del espectro político, resulta el Programa de Gobierno de 
Michelle Bachelet 2014-2018, Chile de Todos [Fecha de consulta: 22 de mayo de 2014]. Disponible en 
http://michellebachelet.cl/programa/: pp. 30-35. La idea precisa se plantea brevemente en la página 
34 del programa, la que no ofrece mayores explicaciones.
8 Entre muchos otros autores que serán debidamente citados más adelante, ver por ejemplo lo plan-
teado en el conocido libro El Otro Modelo, de AtriA et al. (2013) p. 77, pp. 90-94. Cabe hacer presente 
que estas críticas no son nuevas entre nosotros. En efecto, ellas ya estaban presentes en el trabajo del 
denominado Grupo de los 24: “No es aventurado suponer que todas las materias reservadas a “leyes 
orgánicas constitucionales” y a “leyes de quórum calificado”, serán reguladas por la Junta de Gobierno 
en los próximos nueve años, y ella también dictará todas las “leyes interpretativas de la Constitución” 
que crea conveniente. En tales circunstancias, cuando el Congreso empiece a funcionar, le será prácti-
camente imposible, por los altos quórum que requeriría, modificar lo que la Junta haya prescrito sobre 
esas materias para implementar la autocracia”. grUpo de Los 24 (1981) p. 6. En un sentido similar, 
aunque descriptivo, John Londregan sugiere que para la Junta era más fácil dictar locs que modificar 
la Constitución. LondregAn (2000) p. 64
9 Varios autores han sostenido este argumento, aunque con diversas variaciones. Con matices entre 
ellos, ver los trabajos de MUñoz (2006), zApAtA (2008) pp. 402-403, sUárez (2009), sierrA (2011), FUentes 
(2012) pp. 39-41, AtriA (2013) pp. 46-51, AtriA (2014) pp. 20-26, bUscH y qUezAdA (2013), JiMénez et al. 
(2013).
10 Ver un resumen de los argumentos de esta posición en mi trabajo verdUgo (2009).
11 verdUgo (2012). Ver una respuesta en JiMénez et al. (2013), y una réplica en verdUgo (2014).
12 He desarrollado este punto con mayor profundidad en verdUgo (2014).
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que organizan el proceso legislativo. El problema de la agenda de reformas 
políticas es que al proponer la eliminación de las locs, no da cuenta de la forma 
en que estos fines podrían seguir protegiéndose. Por eso, es que he señalado 
que el debate ha sido pobre e incompleto, al menos si se le considera con la 
pretensión de promover una reforma institucional.

La discusión sobre las locs admite varias aristas. En efecto, el problema de las 
supermayorías legislativas (o la defensa y crítica de la regla de mayoría) ha sido 
debatido desde la perspectiva de la igualdad política13 y de la justicia14, y también 
bajo la visión de la historia15 y de la ciencia política16. Desde la perspectiva de 
la literatura constitucionalista, ella suele asociarse a las razones por las cuales es 
válido limitar el poder de las mayorías y a la validez intrínseca o instrumental de 
la regla de mayoría17. Algunas de estas ideas han sido debatidas en el Derecho 
Comparado, existiendo incluso sistemas políticos que han adoptado algún 
tipo de forma supermayoritaria a nivel legislativo18. Los autores nacionales que 
escriben sobre estos puntos suelen utilizar parte de esta literatura, vinculándola 
al pecado de origen de las locs, al ser creadas por el constituyente de 1980, 
lo que ha impedido separar la discusión política acerca de la legitimidad de 
origen de esta institución, respecto de la evaluación de las virtudes y defectos 
de arreglos institucionales específicos19. 

Resulta lamentable esta visión, ya que ella impide evaluar las instituciones vigen-
tes en su mérito. En el contexto de un debate acerca de reformas institucionales 
que el país necesita, es razonable evaluar las normas políticas que nos rigen 
para determinar si es recomendable o no modificarlas. Así, por ejemplo, y como 
ha dicho el profesor Patricio Zapata, deben valorarse las contribuciones que la 

13 Por ejemplo, sAdUrski (2008) pp. 41-91.
14 El propio Rawls dedica un capítulo de su Teoría de la Justicia a tratar el punto. rAWLs (1971) pp. 356-
363.
15 Tal vez la obra más completa es el libro de scHWArtzberg (2014), quien en la primera parte de su libro 
explora el nacimiento de la supermayoría en la historia. Interesante resulta su análisis, en especial, de 
episodios como la selección del Papa.
16 Ver algunos ejemplos en dAHL (1989) pp. 135-152, ricker (1982) y la segunda parte del libro de 
scHWArtzberg (2014).
17 Así, por ejemplo, Hans Kelsen defiende las supermayorías en ciertos contextos: keLsen (2002) pp. 
63-68. Lo mismo ocurre con böckenForde (2000) 92-95 y con eLster (1993). Sin perjuicio de que estos 
dos últimos autores se refieren a los quórums de reforma constitucional, muchas de las razones que 
invocan son aplicables a las reglas de quórum a nivel legislativo. Aceptar la rigidez constitucional y no 
la legislativa, cuando las razones son equivalentes, responde a un formalismo que debe ser rechazado, 
como ya lo expliqué en verdUgo (2014). no profundizaré aquí esta idea.
18 Varios Estados dentro de los EE.UU., por ejemplo, tienen reglas supermayoritarias para cuestiones 
tributarias, lo que también ha sido debatido a nivel federal. También, en materia de tratados internacio-
nales, ellos deben ser aprobados por una regla de quórum especial por parte del Senado. Algunos países 
que tienen reglas de supermayoría interesantes de analizar son Bélgica y Austria. Cada país responde a 
realidades distintas y tienen matices diversos, razón por la cual lo que justifica una institución allá, no 
debiera automáticamente suponer una receta adecuada acá. La referencia al Derecho Comparado es útil 
para precisar que: (i) no toda regla supermayoritaria es contraria a la democracia (si entendemos que esos 
países son democracias que respetamos) y (ii) existen contextos donde es razonable discutir la misma. 
19 Tal vez el ejemplo más representativo de lo anterior, es el trabajo de JiMénez et al. (2013).
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Constitución de 1980 ha hecho20, así como también las instituciones anteriores 
que ella ha reconocido. Por lo mismo, las propuestas de cambio constitucional 
deben también ser evaluadas de acuerdo a los efectos institucionales que ellas 
producen. La crítica que realizaré en este trabajo se dirige justamente en contra 
de una propuesta que no ha reparado las consecuencias negativas que genera, 
como explicaré en la siguiente sección.

II. La propuesta de eliminar las leyes orgánicas
constitucionales

La propuesta que me interesa examinar parece haber sido suscrita por varios 
autores y reiterada en diversas ocasiones. Como ya lo señalé en la introduc-
ción, probablemente la que ha tenido mayor impacto es aquella contenida en 
el libro El Otro Modelo (de 5 autores)21 y la de Fernando Atria (quien también 
forma parte del grupo de autores que escribieron El Otro Modelo)22. Aunque 
las razones que utilizan otros autores críticos de las locs son similares a las de 
El Otro Modelo y a las de Atria23, estas dos últimas tienen la ventaja de ofrecer 
un propósito explícito y concreto: la elaboración de una agenda específica de 
reformas políticas y constitucionales. Por ello, la evaluación de estos trabajos 
permite examinar las consecuencias institucionales que los mismos producirán 
en su integridad. Por consiguiente, la crítica que formulo en este ensayo no es 
necesariamente aplicable a lo que señalen otros autores. 

Comencemos por lo planteado en El Otro Modelo. Este libro ofrece una agenda 
ambiciosa de reformas que se relacionan con la manera de ver el rol del Estado, 
el régimen de lo público, programas sociales y modificaciones constitucionales 
amplias. Dentro de su agenda de reformas políticas, El Otro Modelo señala que 
las instituciones de la Constitución de 1980 no fueron diseñadas para forta-
lecer la representación, lo que sería parte de la causa de la supuesta crisis de 
representación que hoy vivimos, razón por la cual hay que reformar varias de 
dichas instituciones24. Dentro de las instituciones “con veto”, El Otro Modelo 
identifica al sistema electoral binominal y a las locs, las que harían “irrelevantes” 
las elecciones parlamentarias25. También, El Otro Modelo constata un “notorio 
desbalance” entre el Presidente de la República y el Congreso en materia le-
gislativa, al punto que señala que el poder del Congreso es “un poder menor, 
y en el extremo inútil”26. 

20 zApAtA (2014) pp. 112-113.
21 AtriA et al. (2013).
22 Fernando Atria ha tratado el punto en diversas ocasiones. Para efectos de este ensayo, sólo utilizaré 
sus obras más profundas y recientes en la materia: AtriA (2013) y AtriA (2014).
23 Ver, por ejemplo, a sierrA (2011),  bUscH y qUezAdA (2013), y JiMénez et al. (2013).
24 AtriA et al. (2013) pp. 76-79.
25 AtriA et al. (2013) p. 77.
26 AtriA et al. (2013) p. 77-78.
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Parecería consistente, entonces, con el diagnóstico de El Otro Modelo, que se 
modifiquen estas tres cuestiones (presidencialismo, sistema binominal y locs), 
y si así fuera los autores de esta tesis podrían eludir la crítica que realizo en este 
ensayo. Sin embargo, lamentablemente, ello no es así, ya que los autores no 
examinan la conexión existente entre las locs y el régimen presidencial, razón 
por la cual más adelante proponen eliminar una (las locs) y postergar la revisión 
de la otra (la atenuación del presidencialismo). En efecto, El Otro Modelo distin-
gue dos niveles diferentes de reforma27: en primer lugar, la eliminación de los 
quórums especiales y la modificación del sistema electoral binominal (también 
incluyen algunos poderes del Tribunal Constitucional)28; y, en segundo lugar, 
vendría un momento futuro con una nueva propuesta de reformas, donde se 
incluye al régimen político y a otras que mencionan29.

Lo anterior revela que El Otro Modelo es incapaz de ver el problema del presiden-
cialismo desde una perspectiva más amplia, donde este se relaciona con lo que 
denomina como trampas (probablemente siguiendo el lenguaje popularizado por 
Fernando Atria en La Constitución Tramposa). Esta es una mirada parcial que con-
duce a una contradicción: pide que se atenúe el presidencialismo (postergando 
esta reforma) y llama a eliminar las locs, con lo que fortalece el poder del Jefe de 
Estado, por lo menos hasta que se realice la reforma del régimen de gobierno. 
La experiencia de nuestra democracia desde 1980 hasta el día de hoy es que 
los Presidentes de la República no se inclinan por promover cambios políticos 
que reduzcan sus poderes. No existen los incentivos para que los Jefes de Estado 
disminuyan sus atribuciones, lo que puede observarse fácilmente en las reformas 
políticas importantes que ha habido en democracia. La reforma constitucional de 
2005 proporcionó una oportunidad importante para revisar esto, pero lamen-
tablemente quienes negociaron la reforma no llegaron a un acuerdo sustancial 
en dichos puntos, sin perjuicio de que hubo algunas modificaciones menores30, 

27 AtriA et al. (2013) pp. 91-92.
28 AtriA et al. (2013) pp. 92-95.
29 AtriA et al. (2013) pp. 96-99.
30 La única reforma en esta oportunidad, relativa a los poderes del Presidente de la República, fue la 
disminución del período presidencial, la reducción de la edad para postular al cargo (de 40 a 35 años) 
y la simultaneidad de la elección del Presidente de la República con la elección de los parlamentarios. 
Estas modificaciones, aunque importantes, no afectan mayormente los poderes legislativos del Jefe 
de Estado. Sin perjuicio de eso, podría pensarse que la simultaneidad de las elecciones presidenciales 
y parlamentarias podría producir una probabilidad alta de que el Jefe de Estado saliera electo con 
mayoría en el Congreso, cuestión que en todo caso no es tan evidente atendida la existencia de una 
segunda vuelta en la elección presidencial. El Presidente Piñera fue un Presidente que tuvo minoría 
en el Congreso; y la Presidenta Bachelet tiene, por el contrario, una mayoría a lo menos teórica. Otra 
modificación importante el año 2005, tiene que ver con la eliminación de la facultad para designar 
dos senadores. Esta reforma, muy importante, se realizó en un contexto más amplio que consistía en 
eliminar los denominados enclaves autoritarios. Por otro lado, cabe recordar lo sostenido por Hum-
berto Nogueira: para él, el poder del Presidente de la República puede crecer si éste es elegido de 
manera simultánea con los parlamentarios, como ocurre con los regímenes parlamentarios. Por eso, 
normalmente, los sistemas presidenciales regulan un “mandato fijo y delimitado, que no depende de 
las mayorías parlamentarias”. nogUeirA (1993) p. 204.
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e incluso un fortalecimiento del poder del Presidente de la República en ciertas 
áreas31. Por ello es que plantear una reforma de primer orden (eliminar las locs 
y el binominal) y una de segundo orden (modificar el régimen presidencial) en 
tiempos políticos distintos es un error. Dicho error podría explicarse con distintos 
motivos alternativos: una posibilidad (i) es que los autores no hayan observado 
el vínculo entre las locs y el régimen presidencial. Otra posibilidad (ii) es que los 
autores sean demasiado optimistas respecto de la generosidad del Presidente 
de la República en renunciar a sus poderes legislativos. Una última posibilidad 
(iii) es que se esté diseñando un sistema para que una facción política mayori-
taria capture el proceso legislativo sin contrapeso, bajo el auxilio de los poderes 
exacerbados del Presidente de la República. La primera (i) es académicamente 
reprochable, la segunda (ii) es de una ingenuidad inaceptable, y la tercera (iii) 
puede obedecer a una motivación política de poder que es contradictoria con 
la agenda de reformas “de segundo nivel” propuesta por El Otro Modelo.

Este problema también se encuentra presente en el trabajo del profesor Fernan-
do Atria. En su libro La Constitución Tramposa el autor dedica varias páginas a 
explicar las razones por las cuales las locs debieran ser eliminadas32. Para Atria, 
las locs son un cerrojo que funciona de manera coordinada con otras trampas 
(sistema binominal y control preventivo del Tribunal Constitucional), que 
estarían protegidas por una suerte de metacerrojo (los quórums de reforma 
constitucional)33. Como la eliminación de estos elementos permitiría que la 
mayoría hiciera las reformas que estime pertinentes sin temer por eventuales 
trampas que la minoría política pueda utilizar, Atria sostiene que en este mo-
mento podría afirmarse que estamos en presencia de una nueva constitución, 
“incluso si el resto del texto no fuera modificado”34. Ello no significa que para 
Atria el resto de las demandas de cambio sean irrelevantes, sino que ellas son 
de “segundo orden”35. De esta forma, la corrección del presidencialismo exa-
gerado tendría lugar en un momento político posterior y no simultáneo al de 
la eliminación de las locs36.

Como puede advertirse, tanto El Otro Modelo como La Constitución Tramposa 
cometen el mismo error: proponen eliminar las locs sin revisar de manera 

31 En efecto, con la reforma de 2005 el Presidente de la República puede nombrar a 3 ministros del 
Tribunal Constitucional y se incrementaron sus atribuciones en materia internacional. Si bien alguien 
podría alegar que su manejo de la agenda legislativa se vio reducido debido a que se eliminó su facul-
tad para convocar a legislatura extraordinaria, lo cierto es que ella fue sustituida por la facultad para 
solicitar que se cite a sesión a cualquiera de las cámaras. Además, la reforma de 2005 terminó con la 
inamovilidad de los Comandantes en Jefe de las FF.AA. y del General Director de Carabineros, lo que 
fue celebrado como la eliminación de uno de los enclaves autoritarios. Esta modificación, ampliamente 
compartida en la literatura, entregó más poder al Presidente de la República. 
32 AtriA (2013) pp. 46-54.
33 AtriA (2013) p. 54.
34 AtriA (2013) p. 55.
35 AtriA (2013) p. 55.
36 Estas ideas también han sido formuladas con cierto desarrollo en AtriA (2014).
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simultánea el régimen presidencial. El resultado de ello, como explicaré en 
la sección siguiente, es el fortalecimiento de un presidencialismo demasiado 
exacerbado. La explicación que ellos ofrecen, en el sentido de que la reforma 
del régimen de gobierno es de “segundo orden”, no corrige el problema, ya 
que se produciría un sistema institucional desequilibrado que no daría las ga-
rantías de ser corregido, atendido que los Presidentes de la República tienen 
pocos incentivos para promover la reducción de sus facultades propias. En 
otras palabras, una reforma de corto plazo hace poco viable una modificación 
de largo plazo, por lo que (si se cree en una agenda de reformas políticas de 
ese estilo) ellas debieran ser introducidas de manera simultánea y no de forma 
separada en el tiempo.

III. El régimen presidencialista reforzado y las facultades
legislativas del Presidente de la República

Como ya se señaló, resulta curioso (por no decir contradictorio) que tanto El 
Otro Modelo como La Constitución Tramposa sean contrarios al cesarismo presi-
dencial y, al mismo tiempo, posterguen conscientemente su discusión. Podría 
compartirse el diagnóstico que ellos realizan respecto de que el sistema presi-
dencial es “exagerado”37 y que hay una necesidad de atenuarlo y “equilibrar 
mejor las cosas entre el Presidente de la República y el Congreso Nacional”38, 
pero no necesariamente su receta institucional. Es que entre ambas existe, 
como expliqué en la sección precedente, una contradicción. 

En esta sección describiré algunos elementos importantes de nuestro presiden-
cialismo, para explicar el lugar que las locs han tenido dentro del mismo. Se 
trata, como se verá, de una función valiosa que hace más democrático nuestro 
sistema político al restringir los poderes de una autoridad que aparece como 
predominante y desequilibradamente influyente: el Presidente de la República. 
Por democrático, me refiero a que las locs (entre otros arreglos institucionales 
relevantes) han impedido que un actor especialmente poderoso capture para sí 
y monopolice la legislatura desconociendo la separación de funciones, favore-
ciendo algunos valores como la alternancia en el poder y el pluralismo político.

Como se verá a continuación, tanto la literatura constitucional, como la lite-
ratura politológica, concuerdan en que nuestro sistema presidencial es dema-
siado exacerbado39, si bien existen pocos estudios empíricos y estadísticos que 

37 AtriA (2013) p. 55.
38 AtriA et al. (2013) p. 96.
39 Por ejemplo, ver grUpo de Los 24 (1981), cUMpLido (1984), ceA (1987), cUMpLido y nogUeirA (1990) 
nogUeirA (1993). claudio Fuentes ha agregado que “en términos comparados, la Constitución de 1980 
es la más presidencialista de las Constituciones nacionales y quizás de América Latina”. FUentes (2009) 
p. 2. Lautaro Ríos ha dicho que “muchas veces el Presidente de la República se convierte no en un 
colegislador –que es lo normal– sino en un legislador paralelo”. ríos (2013) p. 172.
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demuestren de forma funcional la manera en que han actuado el Presidente 
de la República y el Congreso en su calidad de colegisladores40. Cabe hacer 
presente, antes de profundizar en estas ideas, que el debate sobre la conve-
niencia del sistema presidencial por sobre otros regímenes de gobierno (como 
el parlamentarismo o alguna forma híbrida de semipresidencialismo), no me 
interesa para efectos de este trabajo41. Si bien se trata de una discusión que 
debe ser examinada en profundidad, el propósito de esta sección es explicar 
las razones por las cuales nuestro presidencialismo es demasiado exagerado, y 
no plantear ni discutir alternativas a él. Por ello, asumo como supuesto previo 
que el sistema presidencial será mantenido, como parecen sugerir, al menos 
en el corto plazo, La Constitución Tramposa y El Otro Modelo42.

Veamos primero lo que ha manifestado la literatura constitucional. Un docu-
mento importante es el elaborado por El Grupo de los 24, el que denominó 
al sistema de la Constitución de 1980 como cesarismo presidencial43. Aunque 
algunas cosas han cambiado desde la crítica que este grupo formuló al texto 
original (hoy, la duración del mandato presidencial es de 4 y no 8 años, y ya 
no existe la facultad para disolver el Congreso44, entre otras45), varias críticas 
permanecen vigentes, en especial las relacionadas con los poderes legislativos 
del Presidente de la República46, ya que ellas están diseñadas para producir una 
suerte de jibarización47 del Congreso Nacional, cuestión que parece coherente 
con el contexto en que fue redactada la Constitución de 198048. No obstan-
te, en su documento el Grupo de los 24 entendió que las locs fortalecerían el 
predominio del Presidente de la República por sobre el Congreso49. La razón 
entregada por el Grupo de los 24 decía relación con la idea de que ellas serían 

40 Por ejemplo, ver algunos datos estadísticos interesantes en LondregAn (2000), toro (2007),  ALeMán  
y nAviA (2009), toro et al. (2010). 
41 Sobre esta discusión existe bastante literatura. A modo ejemplar, ver la obra colectiva editada por 
Oscar Godoy: (1992): Cambio de régimen político (Santiago, Ediciones Universidad Católica de Chile).
42 Después de todo, y como dicen algunos autores, el presidencialismo es uno de los puntos “más 
legitimados de nuestro sistema político”. AninAt y NAviA (2005) p. 12.
43 grUpo de Los 24 (1981).
44 Se dice que la Constitución de 1980 habría promovido un “presidencialismo autoritario”, que se 
ejemplifica en la crítica de la facultad del Presidente de la República de disolver el Congreso (inexplicable 
en un sistema presidencial). Ver, entre otros, a nogUeirA (1984).
45 Para Viera-Gallo, la lista de cambios se extiende con la reforma de 2005, que incluye, entre otras, 
un fortalecimiento de las facultades fiscalizadoras de la Cámara de Diputados. A esa lista se agregan 
algunas modificaciones realizadas a la loc del Congreso, como ocurre con la ampliación de los plazos 
de las urgencias decretadas por el Presidente de la República. Ver vierA-gALLo (2014) p. 93.
46 Ello no significa que no hayan existido importantes reformas que han reducido los poderes del Presi-
dente de la República. De esta forma, por ejemplo, se eliminó la facultad del Presidente de la República 
para insistir, que le permitía imponer al Congreso cumpliendo con una mayoría en una cámara y un 
tercio en la otra. Ver ArriAgAdA (1989) p. 78.
47 Esta expresión también está tomada del grUpo de Los 24 (1981) p. 4.
48 El diseño fuertemente presidencialista de la Constitución de 1980 se explica, para Bernardino Bra-
vo, en que ella fue redactada en un contexto de “decadencia del Parlamento” y de “agotamiento del 
espíritu parlamentario”. brAvo (1985) pp. 175-177.
49 grUpo de Los 24 (1981) p. 6.
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dictadas por la Junta de Gobierno antes de que el Congreso entrara en vigor. 
De esta forma, las leyes quedarían protegidas de la mayoría parlamentaria 
gracias al poder de veto de la minoría. Como puede observarse, la crítica del 
Grupo de los 24 tiene más que ver con el origen no consensuado y autoritario 
de las locs, que con la supermayoría en sí misma. Si las locs fueran diseñadas 
en democracia (como de hecho ha ocurrido con algunas de ellas), entonces 
la crítica del Grupo de los 24 no tendría asidero, ya que ellas no operarían para 
restringir al Congreso. De hecho, hoy las locs deben entenderse no como un 
menoscabo a los poderes de los parlamentarios, sino que como una manera 
en que ellos pueden contener el enorme poder legislativo del Presidente de la 
República. Así, las locs no son una causa del predominio legislativo del Jefe de 
Estado, sino que una contención al mismo. 

Los constitucionalistas, en general, han seguido de cerca la idea del Grupo de 
los 24 del cesarismo presidencial. Así, por ejemplo, Nogueira señala que los 
presidencialismos latinoamericanos le introdujeron modificaciones al modelo 
norteamericano “debilitando el equilibrio de poderes y generando una pre-
ponderancia del Presidente de la República, quien se convierte en el centro 
de gravedad del régimen presidencialista latinoamericano”50, cuyo poder 
se acrecienta cuando el Estado es centralizado (como ocurre en Chile)51. En 
general, en Latinoamérica, el Presidente de la República goza de facultades 
legislativas que no existen en el modelo norteamericano, como la posibilidad de 
introducir vetos parciales, la iniciativa (exclusiva en ciertos casos), las urgencias, 
la delegación de facultades legislativas y la intervención de los ministros de 
Estado en el debate parlamentario52. Frente a estos enormes poderes, existen 
algunos contrapesos al Presidente, relacionados con un mandato de duración 
limitada sin reelección y la acusación constitucional53. Se trata de contrapesos 
débiles debido a (i) la alta probabilidad de que el Presidente de la República 
tenga mayoría parlamentaria gracias a la simultaneidad de las elecciones pre-
sidenciales y parlamentarias, y a (ii) que la acusación constitucional contra el 
Jefe de Estado no ha sido un instrumento idóneo de control, probablemente 
debido a la dificultad que implica su alto quórum y a las consecuencias extre-
mas que produce54.

Como ha señalado Francisco Cumplido, lo anterior tiene consecuencias en la 
separación de funciones, produciendo un desequilibrio entre el Presidente y 

50 nogUeirA (1993) p. 201.
51 nogUeirA (1993) p. 202.
52 nogUeirA (1993) pp. 207-215.
53 nogUeirA (1993) pp. 215-218.
54 Desde que retornamos a la democracia que no se ha utilizado este instrumento ni siquiera en mo-
mentos importantes de crisis política y desprestigio del Ejecutivo. Un ejemplo interesante es la actitud 
de la oposición parlamentaria con los escándalos de corrupción del ex Presidente Lagos, donde se 
prefirió colaborar con el Ejecutivo en la superación de la crisis mediante un acuerdo que finalizó en 
una agenda de reformas modernizadoras.
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el Congreso55. Ello implica que la Constitución de 1980 “reduce el control de 
éste [el Congreso] sobre el Ejecutivo, estableciendo una clara hegemonía del 
Jefe de Estado”56. Dicho desequilibrio ha sido reconocido de forma temprana 
por varios constitucionalistas que sostuvieron esta idea durante la década de 
los ´80 (como José Luis Cea57), e incluso antes de la Constitución de 1980 
(como Jorge Tapia58). Tapia señala que gracias a la reforma que sufrió la Carta 
de 1925 en 1970 (y que mantuvo el constituyente de 1980) el “(...) presidente 
de la República fue convertido en el gran legislador. Sin su voluntad no podría 
discutir ni un solo proyecto de ley relativo a ninguna materia importante en el 
orden económico, social y político (...) la contraparte ineludible de este logro 
fue el debilitamiento casi absoluto del Congreso Nacional y con él, el de los 
partidos políticos”59. Gracias a la “aventura de Frei”, el Presidente de la Repú-
blica “quedó convertido en un César por gracia de una reforma constitucional 
democráticamente aprobada”60. En esta misma línea, Lautaro Ríos da cuenta 
que en el “hiperpresidencialismo se produce una progresiva desvalorización del 
Congreso que llega a ser un delegante de sus funciones propias en el Ejecuti-
vo o una caja de resonancia que se limita a ratificar las decisiones de éste”61. 
Hoy, estas ideas no parecen haber cambiado, como da cuenta el diagnóstico 
de El Otro Modelo ya citado, y algunos constitucionalistas que recientemente 
han promovido cambios para debilitar los poderes del Jefe de Estado62 o para 
fortalecer el Congreso63.

La literatura politológica no ha sido muy diferente de la constitucional. En efecto, 
y como veremos a continuación, ella también ha reconocido un fuerte predo-
minio del Presidente de la República en materia legislativa. Así, por ejemplo, 
John Londregan dice que el sistema legislativo de la Constitución de 1980 y de 
la loc del Congreso, le da al Presidente de la República un poder cercano a una 
iniciativa legislativa monopólica de facto64. Alemán y Navia, por su parte, han 
estudiado el éxito que tienen los instrumentos de que dispone el Jefe de Estado 
en materia legislativa65. El matiz que la literatura politológica suele advertir (a 
diferencia de la literatura constitucionalista), es que el constituyente de 1980 

55 cUMpLido y nogUeirA (1990) p. 257.
56 cUMpLido y nogUeirA (1990) p. 258.
57 ceA (1987) p. 35.
58 tApiA (1979) p. 197.
59 TApiA (1979) p. 198.
60 tApiA (1979) p. 199.
61 ríos (2013) p. 172.
62 Por ejemplo, Francisco Zúñiga ha planteado recientemente que hay que superar la “tendencia 
autoritaria que ha tenido nuestro régimen de gobierno desde el siglo XIX”, para luego proponer alter-
nativamente la moderación del régimen presidencial, o derechamente su sustitución. zúñigA (2014) p. 
35.
63 Un buen ejemplo de propuestas de este tipo puede verse en el reciente ensayo de José Antonio 
vierA-gALLo (2014).
64 LondregAn (2000) p. 66.
65 ALeMán y nAviA (2009). 
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también diseñó un sistema de controles al Ejecutivo que matizó su fuerte poder 
legislativo. Siguiendo el mismo trabajo de Londregan, se advierte que el Senado 
tuvo un poder de bloqueo importante gracias a los senadores designados, el 
binominal y las locs, aunque la habilidad del Ejecutivo de dominar la agenda 
legislativa impedía que el Senado pudiera tener su propia agenda66.

Siguiendo una visión similar, Claudio Fuentes describe a nuestro régimen político 
establecido por la Constitución de 1980 como un “Presidencialismo fiscalizado”, 
ya que junto con fortalecer al Ejecutivo y reducir el poder del Congreso67, el 
constituyente estableció una serie de instrumentos de control del Gobierno, 
dando poder de veto a algunos órganos como la Contraloría y el Tribunal 
Constitucional68. Aunque Fuentes no las menciona de forma explícita, a esta 
lista de controles debiera sumarse la creación de supermayorías legislativas, que 
le entregan un poder de veto a la minoría parlamentaria. Como el diseño del 
Ejecutivo por parte del constituyente de 1980 no le atribuía sólo funciones rela-
cionadas con la Administración, sino que también le entregó grandes funciones 
legislativas, los controles que operan respecto de los poderes del Presidente de 
la República no pueden ser sólo administrativos o financieros (como los de la 
Contraloría)69, sino también legislativos. En otras palabras, como el Presidente 
es el gran legislador, los vetos presentes al interior del proceso legislativo son, 
al mismo tiempo, una contención al mismo. De este modo, las minorías par-
lamentarias se convierten en actores con veto respecto de los Jefes de Estado 
que cuenten con mayorías simples. En este mismo sentido, Cristóbal Aninat 
ha señalado lo siguiente:

“Una variable clave en el poder del Congreso frente al Presidente de la 
República es la existencia de quórums especiales (…) la existencia de quó-
rums especiales exige al gobierno alcanzar acuerdos más amplios para la 
aprobación de proyectos de ley en materias afectas a dichos quórum. Al 
empoderar al Congreso frente al Ejecutivo, esta circunstancia constituye 
una instancia adicional de cooperación entre ambos poderes del Estado”70.

Si bien el Presidente de la República controla la agenda legislativa, el Congreso 
se protege frente a él gracias (entre otros motivos) a la existencia de quórums 

66 LondregAn (2000) pp. 82-83.
67 Ver un resumen del fortalecimiento de los poderes de la Constitución de 1980 respecto de la Carta 
de 1925, en FUentes (2012) p. 30. Estas mismas ideas también fueron desarrolladas en un trabajo anterior 
del autor. Ver FUentes (2009).
68 FUentes (2012) p. 31.
69 Hay que hacer presente que a la lista de los actores con veto, Fuentes agrega también algunos 
provenientes de instituciones militares, como el Consejo de Seguridad Nacional y las Fuerzas Armadas. 
No las incluyo en este análisis porque, en general, estos vetos fueron eliminados por la reforma cons-
titucional de 2005. En todo caso, ver FUentes (2012) pp. 32-34.
70 AninAt (2006) p. 140.
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calificados superiores a la mayoría simple71. Si estas contenciones se eliminan, 
el Jefe de Estado con una mayoría simple disciplinada, podría operar sin ma-
yores contrapesos72.

Sin perjuicio de lo anterior (muchas veces inadvertido en la literatura polito-
lógica y constitucional), las locs han sido caracterizadas como parte de una 
estrategia política del régimen militar para producir un inmovilismo que per-
mitiera perpetuar las políticas adoptadas durante los ´80. El mismo Fuentes, 
por ejemplo, utiliza la expresión “inmovilismo institucional” para caracterizar 
el principal efecto de las locs73, las que son un mecanismo que inhibe las even-
tuales reformas74. 

Este efecto ha sido criticado en la literatura. Sin embargo, debe reconocerse que 
esta consecuencia no era generada únicamente debido a la existencia de las 
locs. El “inmovilismo” fue producto de un efecto acumulado de varios arreglos 
institucionales, tales como la existencia de senadores designados, el sistema 
binominal y la forma de designación de los jueces del Tribunal Constitucional. 
Estos arreglos institucionales han sido en su mayoría eliminados o modificados. 
En efecto, los senadores designados fueron derogados por el constituyente 
de 2005, se eliminó la influencia del Consejo de Seguridad Nacional en la 
designación de jueces del Tribunal Constitucional, el quórum de las locs fue 
reducido de 3/5 a 4/7 en la reforma de 1989, y actualmente se discute la re-
forma del sistema binominal, que en todo caso ya no produce los “empates” 
parlamentarios que sus adversarios acusaban75. Como puede apreciarse, los 
arreglos institucionales que, en conjunto, producían el efecto acumulado de 
“inmovilismo” son sustancialmente diferentes hoy76.

En realidad, hay que precisar que la expresión “inmovilismo” parece haber sido 
planteada en términos demasiado absolutos. Lo que produjeron estas institucio-

71 AninAt (2006) p. 145.
72 Un interesante estudio acerca del comportamiento político de los bloques parlamentarios da cuenta 
que durante el Gobierno del Presidente Lagos los partidos oficialistas actuaron con unidad, posibili-
tando la aprobación de muchos proyectos de ley del Ejecutivo, gracias también a los acuerdos con la 
oposición, en especial con Renovación Nacional. Ver toro (2007). 
73 Agrega que ellas serían una suerte de “camisa de hierro”. FUentes (2012) p. 39. El autor también 
desarrolla estas ideas en FUentes (2009) pp. 16-17.
74 FUentes (2012) p. 41.
75 Los resultados de las elecciones parlamentarias de 2013 dieron un claro predominio a las fuerzas de 
la Nueva Mayoría por sobre las de la Alianza.
76 De haberse mantenido estos arreglos institucionales, probablemente las reformas futuras habrían 
sido menos factibles. Por ejemplo, comentando la reforma al Senado en 1989, Fuentes ha dicho que: 
“Si la Constitución hubiese mantenido el mismo número de senadores (26 electos y 9 designados), se 
hubiese hecho prácticamente imposible posibilitar reformas constitucionales. Bajo la nueva estructura 
del Congreso (38 electos y 9 designados) se amplió la posibilidad de buscar acuerdos con la oposición 
para generar reformas. Al mismo tiempo, al reducir los umbrales y eliminar la disposición que obligaba 
a revisar la reforma por una segunda legislatura, eventuales reformas se hicieron más probables”. FUentes 
(2009) p. 23.
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nes de “bloqueo” fue promover una política que ha sido denominada común-
mente como “democracia de los acuerdos”, la que operó por la vía de reducir 
las potestades legislativas del Presidente de la República frente a sus enormes 
poderes. Carlos Huneeus ha sostenido que en esta época de nuestra política los 
consensos favorecían al Congreso77, lo que permitía equilibrar al mismo frente 
al predominio del Ejecutivo. Aunque Huneeus es crítico de las locs78, no puede 
desconocerse que estas instituciones, diseñadas para la transición pacífica a la 
democracia, sirvieron para pavimentar un camino no violento a la restauración 
democrática de nuestro sistema político. Los consensos políticos generados 
durante este importante período de nuestra historia, fueron producto de esta 
moderación del presidencialismo, que no debe ser menospreciada hoy. En efec-
to, desde hace muchos años que parte de la literatura politológica se pregunta la 
razón por la cual en nuestro país se ha dado lugar a una paradoja: la existencia 
de Presidentes muy poderosos que utilizan sus atribuciones de forma moderada, 
buscando acuerdos y la cooperación de las fuerzas de oposición presentes en 
el Congreso79. Así, por ejemplo, y aunque no tratan el problema de las locs, 
Toro, Acevedo y Matamala han dado cuenta de que pese a la existencia de un 
presidencialismo fuerte, las políticas legislativas se han conducido en general a 
través de la negociación y la coordinación con los partidos con representación 
parlamentaria, con lo que se ha eludido el conflicto de poderes80, uno de los 
principales vicios del presidencialismo81. Ello ha llamado profundamente la 
atención de la literatura comparada, como da cuenta Detlef Nolte: “el sistema 
político chileno constituye una paradoja: funciona a pesar que entremezcla 
rasgos que, según la literatura científica, deberían crear inestabilidad”82.

La moderación de Jefes de Estado sumamente poderosos es una rareza en La-
tinoamérica, donde los Ejecutivos fuertes en general no han temido utilizar sus 
poderes para capturar las instituciones83. En Chile, en cambio, la existencia de un 
sistema de controles a las mayorías ha producido una política diferente84. Parece 

77 HUneeUs (2009) p. 259. En parte, ello se debe a que la Constitución fortalece a las minorías parla-
mentarias a través de diversos arreglos institucionales. Entre ellos, Huneeus menciona los quórums de 
reforma constitucional y las leyes que requieren de mayorías especiales. HUneeUs (2009) p. 258.
78 En otro trabajo, Huneeus dice que las locs tuvieron por objeto “asegurar la continuidad del orden 
institucional impuesto por un régimen militar. Lo que se establece es una tiranía de la minoría, no su 
defensa”. HUneeUs (2012) p. 39.
79 La descripción de esta paradoja se suele atribuir a Peter siAveLis (2002) pp. 79-111. Siavelis, en general, 
explica esta paradoja debido a la existencia de algunos comportamientos institucionales relacionados 
con el consenso y la democracia de los acuerdos.
80 toro et al. (2010).
81 Sobre el problema del conflicto de poderes que normalmente trae el presidencialismo, una de las 
obras más citadas es la de Juan Linz (1994).
82 noLte (2003) p. 43.
83 Ver un interesante trabajo sobre el caso venezolano en penFoLd (2010). sobre una descripción del 
constitucionalismo latinoamericano, que relativiza la separación de poderes y establece un Ejecutivo 
fuerte, ver el trabajo de Javier coUso.
84 Huneeus llega a decir que en Chile existe un presidencialismo “semi-soberano”, donde los Presidentes 
con mayoría no pueden llevar adelante todas las reformas institucionales que desean. HUneeUs (2012). 
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ser que la solución para que los problemas del presidencialismo no afecten la 
estabilidad política de los países, radica en un sistema de frenos y contrapesos 
que contengan el abuso del Ejecutivo85. Las locs han colaborado en este sentido, 
ya que cuando los Presidentes desean modificar aspectos regulados en ellas, 
deben buscar acuerdos con al menos una parte de la oposición parlamentaria, 
lo que ha traído algunos beneficios en la mantención de los poderes de algu-
nos órganos de control (como la Contraloría) y en la estabilidad de algunas 
instituciones cuya autonomía es altamente apreciada (como el Banco Central 
y las municipalidades)86. Por esta misma razón, incluso algunos Ejecutivos de 
la Concertación han promovido la existencia de nuevas locs, como ocurre con 
la loc del Ministerio Público (art. 84, introducido el año 1997), de las primarias 
(art. 19, N° 15) y de los estatutos del Archipiélago Juan Fernández e Isla de 
Pascua (art. 126 bis, introducido el año 2007). Hoy, las locs no deben ser vistas 
únicamente como una estrategia institucional del constituyente original de 
1980 por perpetuar la obra del régimen imperante en esa época, sino también 
como un arreglo institucional que hoy opera de forma diferente. Al reducirse 
el efecto acumulado del bloqueo debido a la eliminación de otros arreglos 
institucionales que operaban en conjunto, el límite al poder de las mayorías 
que implican las locs, sirve fines independientes relacionados con las justifi-
caciones especiales de las instituciones que regulan87. Lo que probablemente 
guardan en común, es que sin ellas un Presidente con mayoría simple podría 
reformar reglas políticas elementales para acceder al poder, mantenerse en él, 
y perjudicar a los adversarios políticos. Así, sin las locs, un Presidente con ma-
yoría simple podría reformar instituciones diversas para beneficiar a la facción 
política que representa, afectando la imparcialidad y neutralidad de las reglas 
del juego democrático. Ello ocurre, por ejemplo, con la organización de los 
distritos y la fórmula en materia electoral, con las reglas de proceso legislativo 
y con algunas instituciones que tienen la capacidad para entorpecer el poder 
del Jefe de Estado, como ocurre con las autonomías locales y los órganos de 
control. Todos ellos podrían verse amenazados por Presidentes de la Repúbli-
ca que tienen incentivos para incrementar el poder de su facción política en 
perjuicio de las minorías, lo que podría terminar afectando la capacidad de 
estas últimas para garantizar algunos valores elementales para la democracia, 
como la alternancia en el poder, el control del Gobierno y el pluralismo político.

Aunque Huneeus plantea esto como una crítica, ello es justamente una característica que impide a 
nuestro Jefe de Estado monopolizar el poder político.
85 Melo llega a esta conclusión luego de examinar los presidencialismos latinoamericanos. Frente a su 
diagnóstico relativo a que los modelos presidenciales no fracasaron como originalmente se predijo, este 
autor entrega como explicación la existencia de un sistema de controles que asegure gobernabilidad. 
El ejemplo que le parece más claro al autor es justamente Chile, el que contrasta con casos de abusos 
de poder, frecuentes en Argentina, por ejemplo. MeLo (2009).
86 El propio Nolte sostiene que los poderes del Presidente de la República son restringidos “por falta 
de poderes de decreto propios del Presidente, es decir, no delegados por el Legislativo, pero también 
por el hecho que muchas leyes necesitan un quórum especial de apoyo parlamentario que dificulta un 
cambio del statu quo desde la perspectiva del presidente. noLte (2003) p. 50.
87 Esta materia la traté con mayor profundidad en verdUgo (2014).
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Las consideraciones anteriores sugieren las siguientes lecciones:

1. Cuando se persigue modificar las locs, al mismo tiempo se está remo-
viendo un mecanismo de contención de los enormes poderes legislativos 
de Presidente de la República, lo que elimina una de las razones por las 
cuales hemos tenido Jefes de Estado moderados.

2. Lo anterior no es una razón para oponerse a la reforma a las locs, sino sólo 
para advertir que un cambio como ese puede provocar consecuencias 
indeseadas, incrementando todavía más nuestro fuerte presidencialismo 
y volviendo más irrelevante a nuestro Congreso.

3. En consecuencia, una propuesta de reforma a las locs debe hacerse 
cargo de los efectos concretos que ella genera en el equilibrio de po-
deres existentes en nuestro sistema legislativo. Por ello, es que sugiero 
que si se desea seguir adelante con estas reformas, a lo menos deben 
moderarse los poderes del Presidente de la República e incrementar los 
instrumentos de control político por parte de las minorías en el Congreso.

4. En cualquier caso, mi recomendación es que cuando se rediseñe el 
sistema de quórums legislativos, debe evaluarse de forma casuística el 
impacto que ello genera respecto de las instituciones que están pro-
tegidas por dichas supermayorías. En este análisis no puede quedar 
ausente la consideración por la extensión normativa que desarrolla la 
Constitución, la existencia de rigidez constitucional de dichas normas, 
la disposición de controles externos y la diversa representación política 
existente en las distintas cámaras.

IV. Conclusión

1. Varios autores cuestionan los beneficios de las locs y proponen su 
eliminación. En estas críticas y propuestas no ha existido un análisis 
simultáneo y relacionado con el régimen presidencial.

2. Lo anterior ha llevado a proponer una contradicción: se pretende re-
ducir los poderes del Presidente de la República como una reforma de 
segundo orden, en circunstancias que las reformas de corto plazo que 
se proponen (eliminación de las locs, del poder de control preventivo 
del Tribunal Constitucional, de los quórums de reforma constitucio-
nal y del sistema electoral binominal) tienden a incrementar el fuerte 
presidencialismo que existe en nuestro país. Si se considera que en la 
historia reciente de las reformas a la Carta de 1980 los Jefes de Estado 
no han promovido una moderación de sus facultades (especialmente 
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en sus atribuciones legislativas), y que ellos tienen pocos incentivos para 
reducir sus poderes, entonces una propuesta temporalmente dividida 
de reformas (de primer y de segundo orden) trae el riesgo de que las de 
segundo orden no sean políticamente factibles. Si ello es así, entonces la 
existencia de un fortalecimiento del cesarismo presidencial es inminente.

3. Cuando se negocian reformas políticas relevantes para la contención 
del poder político del Ejecutivo (como ocurre con las locs), debe con-
siderarse que ellas tienen un impacto en el equilibrio de poderes de los 
actores políticos involucrados. Por lo anterior, dichas reformas deben ir 
acompañadas de la modificación de arreglos institucionales que impi-
dan la producción de consecuencias indeseadas por parte de quienes 
participan de la negociación.

4. Las locs han servido diversos fines que se relacionan con la materia espe-
cífica que ellas regulan (protección de autonomías locales, imparcialidad 
de los órganos de control, neutralidad de las reglas que distribuyen los 
poderes políticos, entre otros), y son esos fines los que hay que tener 
en cuenta cuando se persigue realizar una reforma profunda a nuestro 
sistema legislativo. Junto con ello, no puede dejar de observarse que 
las locs han servido de contención a un Presidente de la República ex-
cepcionalmente poderoso, y que sin ellas éste podría amenazar valores 
importantes de nuestra democracia, como la alternancia en el poder y 
la separación de funciones. Cuando se propone modificar las locs, no 
pueden dejar de considerarse todas estas razones.
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